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VI. Antecedentes históricos del Ombudsman y de la defensa de los derechos humanos
Como punto de partida señalaremos que el hombre, desde que vive en sociedad, ha previsto la existencia de normas jurídicas que regulen las relaciones sociales, con el propósito de buscar la paz y la justicia pero, sobre todo, que le den seguridad y certeza jurídicas.

A lo largo de la historia se han concebido múltiples instrumentos para la defensa de los derechos fundamentales de las personas y, entre ellos, el ombudsman es el instrumento o medio jurídico que más ha perdurado; así se observa en diversas formas y nombres, desde la Constitución (Regerings formen) de 1809 en Suecia.

La institución del ombudsman ha adquirido carta de naturalización en los países latinoamericanos, de los cuales México no es la excepción.


Sin embargo, la concepción de los derechos humanos ha variado a través de la historia y se ha transformado de acuerdo a las necesidades
 de cada país, procurando en la mayoría de los casos, la defensa de los derechos humanos de manera más efectiva, para lograr vivir mejor en sociedad. 

EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DESDE LA ANTIGÜEDAD

Los rasgos evolutivos de los derechos humanos en la Antigüedad se encuentran desde .el siglo XVIII antes de Cristo hasta el siglo V de nuestra era; en algunos países como Egipto, Persia y Grecia se concedían los derechos, fundamentales sólo a quienes eran considerados ciudadanos, mientras que a los bárbaros o extranjeros no se les proporcionaba protección alguna v eran sometidos al exterminio o a la esclavitud; en el Código Hammurabi de Babilonia se pueden encontrar ciertos aspectos sociales, ya que se establecieron límites a la esclavitud por deudas.

En la cultura griega se logró un avance notable en la elaboración de las leyes de protección a los derechos humanos; los griegos buscaron ante todo regular la vida social y el pensamiento del hombre por medio de la ley, y esta influencia perduró hasta el Imperio romano,
 con el Código de Justiniano, y después en la codificación tenemos las Instituciones, el Digesto, el Código y las Novelas, las diversas partes de las obras de Justiniano se han editado de manera separada, aunque también han sido publicadas bajo el nombre de Corpus Juris Civilis.


En la época de la cultura grecorromana se desarrolló el concepto de derecho natural y con él, la corriente del iusnaturalismo, fundamentado en la razón, que serviría para acercar a los hombres entre sí.


En la Edad Media, desde el siglo v hasta el xv, dominó la filosofía social cristiana; los conceptos iusnaturalistas se impregnaron de las ideas cristianas que dieron lugar al humanismo cristiano, donde destacan las ideas de San Agustín y Santo Tomás de Aquino; en esta época los derechos humanos fueron proyectados con sentido comunitario, un ejemplo de ello se dio en Inglaterra, con la famosa Carta Magna de Juan Sin Tierra, que contempló ciertas garantías de seguridad jurídica y restringió el poder del monarca.


En España aparecieron los ordenamientos llamados fueros, cuya importancia residía en la capacidad de cada pueblo de dotarse de sus propias leyes; se pueden mencionar el fuero viejo de Castilla, el fuero juzgo y el fuero real. 


En esta época surgió el justicia mayor de Aragón, al que algunos autores consideran como el antecesor del ombudsman, aunque el jurista Fairén Guillén
 desvirtúa esta aseveración, al señalar que era en verdad un juez independiente que protegía a una clase social en contra de la nobleza y que dictaba sentencias con carácter de ley o de cosa juzgada, por tanto, su decisión era una resolución muy distinta a la recomendación que emite el ombudsrnan.

En la etapa del Renacimiento, desde el siglo XV hasta el XVIII, se consolidaron las diversas libertades, a pesar de las grandes monarquías; en esta época se produjo una importante positivización de los derechos humanos, como límite a la acción del Estado, traduciéndose estas conquistas en documentos como el Bill of rights de 1689, que postuló la existencia de diversos derechos y libertades frente al monarca, considerados por el pueblo inderogables.


Otro movimiento importante de esta época es la Ilustración. Entre los filósofos que aportaron ideas a este periodo se encuentran, principalmente: Hobbes, Locke, Rousseau y Montesquieu, quienes se basaron en ideas como el estado de naturaleza y el derecho natural, inspirados en la razón y en el contrato social; ellos afirmaron que las reglas de conducta son inherentes al hombre y previas a cualquier configuración política, y centraron su interés en la importancia de valores como la libertad, la propiedad y la igualdad.


En Inglaterra se creó la figura jurídica del habeas corpus
, como consecuencia de las protestas contra un privilegio real, pero no se concretó en ley sino hasta el año de 1679; la protección que otorgaba consistía en no permitir la captura o prisión de una persona por parte de la autoridad competente, sin que ésta presentara a la persona detenida, en un plazo razonable, frente al tribunal jurisdiccional, exceptuándose de este privilegio a los detenidos por traición. 


En la Época Moderna, durante los siglos XVIII y XIX, surgieron movimientos revolucionarios que tomaron a Francia como eje, se extendieron por Europa y llegaron hasta el continente americano, los cuales originaron luchas independentistas y el surgimiento de las propias naciones americanas.


Los principios preponderantes en el siglo XVII condujeron a sistemas, políticos y económicos autoritarios, contra los que se reaccionó durante el siguiente siglo.


Durante los siglos XVII y XVIII, el tema de la libertad religiosa y de conciencia fue causa de controversias, y aparecieron diferentes perspectiva filosóficas y teológicas en el marco de los derechos civiles y políticos.


En el siglo XVIII surgió el movimiento que planteó con nitidez el problema de los derechos humanos, iniciado por la Declaración de los Derechos de 1776 en Virginia
 que se consolidaron con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en 1789, en Francia, que plasma las ideas de la Revolución Francesa.


En la primera mitad del siglo XX en numerosas constituciones se desarrolló el ámbito de los derechos humanos, ampliándolo a los derechos económicos, sociales y culturales, como es el caso de la primera constitución política y social del mundo:
 la Constitución Mexicana de 1917; posteriormente la Constitución de Weimar de 1919, la Constitución de España de 1931 y la de la URSS de 1936, consagraron los derechos económicos y sociales, pero soslayaron los civiles y políticos; los derechos políticos y económicos también se consagran en la Constitución de Irlanda en 1937 y la de Francia en 1948.


En el ámbito internacional, tales derechos son mencionados por primera vez en la Sociedad de las Naciones, mediante el Tratado de Versalles del 28 de junio de 1919, pero, aunque no llegó a alcanzar la efectividad deseada, fue la semilla para la protección de las minorías étnicas, lingüísticas y religiosas; en la parte más importante, se encuentra el desarrollo de los derechos humanos, con la aparición en la Organización Internacional del Trabajo (OIT) incluida en la parte 13 del Tratado de Versalles, en relación con su artículo 23.


Con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, durante la primavera de 1945 se llevó a cabo la redacción de la carta de las Naciones Unidas, que sirvió corno punto de partida para la Declaración Universal de los Derechos Humanos.


En enero de 1947, se integró la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) con la participación de 18 paí​ses, la cual aprobó la Declaración Universal de los Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948.


Entre los principales conceptos, la declaración consagra los derechos a la libertad y a la dignidad, que se refieren a la prohibición de la esclavitud, de la tortura, las detenciones arbitrarias, las leyes penales con efectos retroactivos, de las restricciones a la libertad de tránsito y expulsión del país; incluye la libertad de conciencia, de religión y de opinión, los derechos procesales y políticos (relativos a la protección legal en los tribunales que establecen la presunción de inocencia de toda persona acusada mientras no se demuestre su culpabilidad), y los derechos sociales que consisten en la seguridad social, el derecho al trabajo, a la remuneración equitativa, etcétera.


Para reforzar dicha declaración y dar fuerza vinculante indiscutible a los derechos que ella tutela, la Comisión de Derechos Humanos de la ONU quedó encargada de elaborar una definición ulterior de éstos.


En 1951, la Asamblea General de la ONU decidió que se articularan en dos convenios; en 1966 entraron en vigor dos pactos: el de los Derechos Civiles y Políticos y el de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
 en donde se contemplan los derechos del individuo, a los que se han adherido respectivamente 90 y 71 Estados. El año 1968 fue declarado por la ONU el Año de los Derechos del Hombre.


En 1978
 entró en vigor la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el llamado Pacto de San José; en éste se implantaron las bases definitivas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que operaba ya desde 1960, y se estableció la Corte Interamericana de De​rechos Humanos, que actualmente funciona en San José, Costa Rica, cuyo presidente fue el ilustre jurista mexicano, doctor Héctor Fix Zamudio.
  

En la actualidad, la Corte Interamericana cuenta con 20 Estados miembros, de los cuales 10 ya aceptaron su jurisdicción; México aceptó la jurisdicción de esta Corte el 16 de diciembre de 1998.
 

EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO

Es conveniente hacer un análisis histórico
 de la evolución de los derechos humanos en México, para entender el papel del ombudsman, en su defensa y protección.

Debido a que la historia de los derechos humanos es la historia de la lucha por la defensa de los mismos, no podríamos entender la figura del ombudsman sin antes ubicarnos en la perspectiva histórica de su protección en México, en el mundo en general y en el derecho constitucional comparado en particular.


En México, la historia de los derechos humanos se encuentra vinculada con la historia constitucional y se remonta a los inicios del siglo XVI. 

Fray Bartolomé de las Casas 


Fray Bartolomé de las Casas llegó a tierras americanas en 1502, en un principio fue encomendero, pero renunció a la encomienda de indígenas y entonces emprendió una intensa campaña en su defensa, repudiando la crueldad e injusticias contra ellos.


La tesis de Fray Bartolomé contra la encomienda, la colonización y discriminación de los indígenas influyó en las Nuevas Leyes de Indias de 1542, las cuales procuraron mayor protección a los derechos de los indígenas.


Bartolomé de las Casas y otros misioneros humanitarios lucharon por la dignidad de los indígenas, entre ellos se destacan fray Julián Garcis, Vasco de Quiroga y los jesuitas ilustrados, desterrados de la Nueva España en 1567, quienes contribuirían a defender los derechos de los indígenas contra todo rasgo de racismo o de discriminación.


En este grupo destacaron Francisco Javier Alegre, Andrés Cano y Francisco Javier Clavijero, quienes no cesaron en su lucha por reivindicar la racionalidad y dignidad intrínsecas de los indios, contra la esclavitud y las injusticias de que eran objeto por parte de los españoles.


Como consecuencia de la lucha por la reivindicación de los derechos, el respeto y defensa de los indígenas, tenemos como antecedentes en tiempos de la Colonia a las Leyes de Indias; donde el título 6o., ley XXIII, consagró el derecho para mejorar el despacho de los presos por delitos y otros casos que se ofrecen, en consideración de que muchos eran forasteros, y no tenían quién los defendiera.


El título 7º de la Ley de Indias nos habla de la obligación que tenían las audiencias de visitar las cárceles, con el propósito de enterarse de las irregularidades.


Se puede decir que en México, por influencia de la doctrina judeo-cristiana, existe gran tradición de los derechos humanos, debido a que en la Biblia se protege al más débil y se asegura el respeto a sus derechos; en los proverbios se identifica la ofensa hecha al pobre con la ofensa hecha a Dios (Prov. 14:31); la misma idea religiosa la recoge Jesús de Nazaret (Mateo 25: 31-46): "Dios es liberador y redentor, por lo tanto, garante de aquellos a quienes el mundo no reconoce o respeta sus derechos."


Dios aparee desprovisto de imparcialidad frente a la historia porque soberanamente justo; lo inusitado de esta concepción jurídica de la Biblia, según el teólogo peruano Hugo Echegaray, es "la conciencia de una especie de derecho -escandaloso para los seres pensantes- del pobre a ser amado por Dios”.
  


La tradición hispanoamericana de los derechos humanos nació en Nueva España, tuvo su inicio con la defensa que hicieron los padres dominicos de los derechos de los indios, cuando llegaron a La Española, en 1510, encabezados por fray Pedro de Córdoba. Estos religiosos al ver la explotación y exterminio de los indios, dice Bartolomé de las Casas, comenzaron "a juntar el derecho con el hecho [...]" y a tratar entre sí de la fealdad y enormidad de tan nunca oída injusticia, diciendo así: "¿Éstos no son hombres? ¿Con éstos no se deben guardar y cumplir los preceptos de caridad y justicia? ¿Éstos no tienen sus tierras propias y sus Señores y Señoríos?"


Con el objeto de denunciar la injusticia, los religiosos dominicos se pusieron de acuerdo sobre la prédica de los sermones con motivo de los advientos, determinando que el encargado del sermón fuera fray Antón de Montesinos, con su famoso discurso en defensa de los indígenas, basado en un texto firmado por todos los frailes de la comunidad, que de manera textual dice en su parte medular:

Decid: ¿Con qué derecho y con qué justicia tenéis en tal cruel y horrible ser​vidumbre acá a estos indios? ¿Con qué autoridad habéis hecho tan detestables guerras a estas gentes que estaban en sus tierras mansas y pacíficas? ¿Dónde tan infinitas de ellas, con muertes y estragos nunca oídos, habéis consumido? ¿Éstos no son hombres? ¿No tienen ánimas racionales? ¿No sois obligados a amarlos como a vosotros mismas?

Al comentar el sermón de Montesinos, el teólogo peruano Gustavo Gutiérrez escribe: "No intentamos establecer una fácil oposición entre fundamentos teológico jurídicos por un lado y demandas evangélicas por el otro, pero creemos que es importante hacer ver sus diferencias en hondura y alcance; en efecto, si en las últimas, los primeros fundamentos teológicos y jurídicos no son colocados en su contexto propio y vital. ”Las diversas preguntas de fray Antón de Montesinos están ligadas, es cierto, pero recuerdan la calidad de prójimo que tiene el indio para los misioneros, y el consiguiente deber de amarlo, esto va más lejos y da sentido a todo el conjunto en una frase penetrante, muchas veces citada por J.M. Chacony Caivo. Que afirma, a propósito del sermón que comentamos: "En aquellos momentos solemnes, en la humilde residencia de unos osados frailes surgía un derecho nuevo, un derecho de una profunda visión humanista y cristiana, pero sobre todo bíblica", en estas líneas radica en verdad la fuerza del grito de La Española.


Entre los años 1550 y 1551 se dio la disputa de fray Bartolomé de las Casas con Juan Ginés de Sepúlveda, en la famosa Junta de Valladolid, en la cual el primero basó su tesis en que la guerra de los cristianos contra los indios era injusta y radicalmente en contra de la caridad cristiana.


Fue precisamente en el punto de la guerra, cuando el dominico se apartó de la escuela de Salamanca, que trata en lo relativo a la justicia, y retorna a Santo Tomás de Aquino, que la ubica en el tratado de la caridad.


Queremos comentar que la idea de fray Bartolomé de las Casas, de relacionar una polémica filosófico-jurídica, con la calidad del propio derecho, muestra con claridad la concepción que tienen acerca de los derechos humanos los principales defensores de los indios, encabezados por De las Casas, y que se refiere a la más pura tradición bíblica, como la liberación del oprimido, y más concretamente en la profética, el derecho y la justicia no son conceptos distintos de la caridad.


Lo jurídico implica de manera directa el rescate del pobre, del oprimido; no se trata del concepto aristotélico y de justicia distributiva, legal y conmutativa, sino de la salvación plena de la intimidad del hermano que ha sido ultrajado; de la reivindicación del que ha sido oprimido, es decir, del empobrecido. En otras palabras, derecho y justicia implican la liberación del otro, el hacerse responsable del hermano débil; el hacer praxis de caridad.


Los defensores de los derechos de los indios, durante la plenitud de la Iglesia en la Nueva España, tienen esta concepción bíblica del derecho y de los derechos humanos, ciertamente no elaboraron quizás ni siquiera de las Casas, ni De la Cruz una doctrina sistemática acerca de los derechos humanos, ni hacen un catálogo ––como hoy se usa–– de esos derechos del hombre, pero sí, basados en su tradición filosófica y radicalmente cristiana, descubren la dignidad humana del indígena. De esa dignidad humana, cuyo núcleo, dice Joaquín Herrera, es el derecho a tener derechos, es decir, el contenido esencial de los derechos humanos
 los cuales nacen de uno esencial y fundante: el derecho a tener derechos.


Es conveniente destacar que desde la bula Sublimis Deus, del 2 de junio de 1537, el papa Paulo III, inspirado en una epístola a él dirigida por el dominico de México, el aragonés Julián Garcés (1452-1542), obispo de Tlaxcala, declara que los indios, como verdaderos hombres que son, están plenamente capacitados para la fe cristiana y que, aunque se encuentren fuera de ella, no fueran privados ni pueden ser desposeídos de su libertad y del dominio de sus bienes, de modo que libre y lícitamente pueden usar de sus cosas y no deben ser sometidos a servidumbres.


La realidad es que la población indígena fue sometida por los conquistadores, y por no ser cristiana era susceptible de ser esclavizada; ante esta situación, la Corona uniformó su criterio y consideró al indígena como cualquier vasallo libre de la Corona, como eran el austriaco, el leonés o cualquier otro peninsular.


Sin embargo, fue precisamente en las Leyes Nuevas de 1542, donde se declaró la general libertad de los indios, salvo circunstancias excepciona​les, y se permitió la esclavitud de quienes practicaran la antropofagia.


Las leyes establecían una distinción entre libres, libertos y esclavos, los Reyes Católicos no definieron si los indios podían encontrarse en esta última, por lo que tocó a los teólogos y juristas determinar si los indios eran de condición servil. La condición de esclavismo fue resuella por Carlos V, en su cédula de 4 de noviembre de 1526, pero aun cuando los indios y los españoles no podía-, ser esclavos, los negros importados de África sí, para que desempeñaran los trabajos de las minas de las regiones tropicales, lugares donde el indio no podía soportar el cansancio.


Los hijos de los esclavos seguían la condición de la madre, por lo que si ésta era libre al momento del parto, los hijos lo serían también; a la forma de adquirir la libertad, las partidas le llamaban forro, que era el hecho de manumitir a un esclavo, lo cual se podía llevar a cabo mediante la declaración en la iglesia o ante testigos que lo comprobaran; lo mismo sucedía cuando un esclavo se casaba con una mujer libre, o la esclava con un hombre libre, etcétera.
 

Fray Antón de Montesinos y Francisco de Vitoria 

No obstante que hemos revisado algunas leyes (Las Siete Partidas, Leyes de Indias, etcétera) y varios conceptos teológicos en materia de la libertad de los indígenas y los derechos humanos, es menester recordar los discursos de fray Antón de Montesinos en torno a la esfera jurídica del indígena en México.


Aun con todos los oficios de la Corona, y las órdenes y mandatos del Consejo de Indias, no se pudieron impedir las injusticias ni la destrucción a las que fueron sometidos esos pueblos, como dijera don Miguel León Portilla, fue en los años de 1502-1509, con el gobierno de Guardo, cuando se propició la vanidad de varios colonos españoles, lo que provocó mayor exigencia de trabajo hacia los indios, para que su trabajo rindiera al máximo en las minas, ello provocó la mortandad de indios por epidemias, hambre, agotamiento en el trabajo, etcétera.


Ante dichos acontecimientos, intervino fray Antón de Montesinos -nombrado también Antonio Montesinos-, quien formado en la sabiduría jurídica, empezó a comparar el derecho con el hecho, por lo que su análisis fue de elemental justicia, más que de caridad.


Ante hechos tan crueles, los dominicos acordaron que esas injusticias se tenían que hacer públicas mediante su predicación, por lo que fray Pedro de Córdoba mandó a fray Antón de Montesinos a que pronunciara un sermón y que él debía ser el primero en predicar acerca de la materia, y corno testimonio de que todos harían suyas Las palabras de Montesinos firmaron su acuerdo por escrito.


El 30 de noviembre del año 1511, cuarto domingo de adviento, que por coincidencia se lee el fragmento  de San Juan donde "Se dice que enviaron os fariseos a preguntar al Bautista quién era, y éste les respondió: ¡Yo soy la voz del que clama en el desierto!",
 fray Antón de Montesinos dio un sermón en el que señaló que era un "[...I desierto las conciencias de los encomendadotes, por estar ciegos y, por sus obras, zambullidos en el pecado [...], por todo esto, no os podeís más salvar que los moros o turcos que carecen y no quieren la fe de Cristo".


En ese sermón se encontraban presentes oficiales reales, juristas y muchos españoles, la gran mayoría eran encomenderos.


El 7 de diciembre del año 1511, fray Antón de Montesinos, en su segundo sermón, en respuesta a las demandas de autoridades y encomenderos que exigían una retractación de su primer sermón, señaló: "lo que el domingo pasado os prediqué y aquellas mis palabras que así os amargaron, mostraré ser verdaderas", reafirmó la denuncia con nuevos argumentos y dejó, a quienes lo escucharon, gruñendo y peor que antes, indignados contra los fieles.


Fue necesario realizar une junta en Burgos, en 1512, donde se encontraron distinguidos juristas, como Juan López de Palacios Rubios y el fraile Matías de Paz, para abordar el tema de! trato que debía darse a los indios, sin embargo, el éxito esperado no se alcanzó.


Otro gran defensor de los indios fue Francisco de Vitoria y su escuela "La nueva pastoral de los derechos humanos", que reivindicó la humanización de los mismos, como réplica a la represión.


En la alternativa de Francisco de Vitoria se formula la Carta Constitucional de los indios, su tesis vino a articularse sobre tres derechos fundamentales:

a) el de los indios a ser hombres y ser tratados como seres libres;

b) el de sus pueblos a tener y defender su propia soberanía, y

c) el del orbe a ser y colaborar en bien de la paz y solidaridad internacional
 


Para el maestro de Salamanca, como también se le llama a Francisco de Vitoria, los pueblos indios eran como unidades autónomas dueños de sus bienes y con derecho de "soberanía" sobre los recursos naturales, y sólo por la función de la libre elección de sus ciudadanos y para defender y proteger los derechos fundamentales de indios y españoles, justificaba Vitoria la intervención y permanencia de España en las tierras recientemente conquistadas.


Por ello, las leyes y la administración del emperador Carlos V serían legítimas en la medida en que sus actos de gobierno se orientaran a la promoción de los indígenas, en solidaridad y colaboración con los españoles, ya que también para los indios existían deberes de solidaridad y colaboración.

La defensa de los derechos humanos en la Independencia

El 16 de septiembre de 1810, el cura del pueblo de Dolores, don Miguel Hidalgo y Costilla, convocó al pueblo de México a luchar por la independencia.


El bando de Hidalgo. Don Miguel Hidalgo promulgó en Guadalajara un bando que contenía la orden de dar libertad a todos los esclavos, y la prohibición de toda exacción, por razón de ser indio o pertenecer a una determinada casta.


Como se sabe, el cura Hidalgo fue muerto un año después, despojado de su investidura eclesiástica y fusilado en Chihuahua,
 al lado de Allende y Aldama, pero el movimiento independentista continuó gracias a hombres como José María Morelos.


Los Sentimientos de la Nación de Morelos. Morelos convocó al primer congreso nacional, que se estableció en Chilpancingo, hoy Guerrero, el 14 de septiembre de 1813,
 donde pronunció su conocido documento Los Sentimientos de la Nación, en el que se destaca que la soberanía dimana directamente del pueblo; señala que la ley comprende a todos los individuos, sin excepciones; también se proscribe la esclavitud y la distinción por castas; asimismo, se establece el respeto, y la guarda de la casa y propiedades de cada individuo, y prohíbe la tortura.


Constitución de Apatzingán de 1814. Conforme a las bases anteriores, se reúne el Congreso en Apatzingán, el 22 de octubre de 1814, y emite el llamado Decreto Constitucional para la Libertad de Ia América Mexicana.
 La Constitución de Apatzingán contiene un capítulo especial dedicado a las garantías individuales,
 en el cual encontramos ya un antecedente de la defensa de los derechos humanos y del juicio de amparo, que con posterioridad se instituiría en la Constitución yucateca de 1841; esto es en el germen de su debida tutela: la garantía individual de los derechos.


En este documento se recoge la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano promulgada en Francia en 1789, con la denominación de garantías individuales; también declara la inalterabilidad de la estructura de gobierno y, por otra parte, no establece medio alguno para remediar las violaciones a los derechos fundamentales consagrados. Existe una polémica fuerte en torno a los artículos 24, 27 y 237 de la Constitución de Apatzingán; el artículo 27
 dice: "La seguridad de los ciudadanos consiste en la garantía social; ésta no puede existir sin que se fije en la Ley, los límites de los poderes y la responsabilidad de los funcionarios públicos."


Es en este precepto de la Constitución de Apatzingán donde encontramos la semilla para la protección y salvaguarda de los derechos humanos, y nacen ahí las garantías del individuo. Sin embargo, otro jurista estima que el artículo 24 de la primera Constitución mexicana previene una forma o instrumento procesal para reparar las violaciones a la Constitución en su parte dogmática y otro la refiere en su parte orgánica, en el artículo 237.


De acuerdo con la opinión del doctor Héctor Fix Zamudio, el precepto en comento menciona la inviolabilidad de las garantías individuales
 


Sin embargo. Ignacio Burgoa se refiere a dicho precepto como a la inviolabilidad de la parte orgánica.
 Ambas posiciones difieren en esencia; ya que uno se refiere a la parte dogmática de los derechos consignados en la carta fundamental. y el otro opina que la garantía social se aplica a la parte orgánica de la Constitución.

Acta Constitutiva riel 31 de enero de 1824 y Decreto de expedición de la Constitución del 4 de octubre de 1824 

Ninguno de los documentos preconstitucionales (Constitución de 1814) o constitucionales (1824), resolvieron el problema de la protección y defensa de los derechos humanos.


En efecto, ni el Acta Constitutiva de la Federación de 31 de enero de 1824, ni la Constitución de 4 de octubre de 1824, previeron o resolvieron la adecuada protección y garantía de los derechos humanos, contienen sólo garantías en materia penal y de aplicación estricta de la ley, pero no propiamente un catálogo de los derechos humanos, como en la actualidad se acostumbra.


Sin embargo, el artículo 30 del Acta Constitutiva
 de la Nación mexicana, como país independiente de España, contemplaba la obligación de proteger por leyes sabias y justas los derechos del hombre ciudadano, y en el artículo 31 se tutelaba la libertad de imprenta (expresión); por otro lado, en ninguno de los artículos de la Constitución federal de 1824 se contemplaba la protección de los derechos del hombre, sólo se regulaba la forma de organización jurídica y política del Estado federal mexicano.
 


En este sentido, la Constitución de 1824 se preocupó por organizar a la nación mexicana en forma de república federal y no estableció un catálogo de derechos humanos; a diferencia del acta constitutiva que fundó la nación mexicana, que sí habla expresamente de los derechos del hombre, al igual que lo hace su antecesora, la Constitución de Apatzingán.


A continuación analizaremos algunos artículos que demuestran la aseveración anterior. En primer lugar, el artículo 137,
 de la Constitución Federal de 1824, faculta a la Suprema Corte para "conocer de los conflictos surgidos entre los Estados y los que surjan de los contratos celebrados por el gobierno y sus agentes"; en el artículo 138 de la Ley Constitucional de 1836, se asientan las bases para la expedición de la Ley Reglamentaria de la Corte Suprema; sin embargo no se precisa cómo y quién vigilaría el cumplimiento estricto de la Constitución.


Por otro lado, vale la pena mencionar que la Constitución de Apatzingán de 1814, en su artículo 24 señalaba que: "la felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad". Esto es, en el disfrute de los derechos que la Constitución salvaguarda. Este documento contiene la axiología y deontología de los derechos humanos y precisa: "La integra conservación de estos derechos es el objeto de la institución de los gobiernos y el único fin de las asociaciones políticas." He aquí el germen de protección de los derechos humanos a cargo del Estado y de sus órganos de gobierno.


Como se puede apreciar, aun cuando la Constitución de 1814 prácticamente no se aplicó, es un documento ideológico lógico y político muy valioso, pues en ella se señalan, por primera vez en un texto constitucional, los derechos humanos de igualdad, seguridad, propiedad y libertad, y se afirmó que el fin y objeto principal de la institución de los gobiernos sería la protección de estos derechos.

La Constitución de 1836 y sus Siete leyes

En 1836 se sustituyó a la Constitución de 1824 por las denominadas Siete Leyes Constitucionales,
 en la primera de ellas, integrada por 15 artículos, se determinan los derechos y obligaciones de los mexicanos, en ellos se señala que para ser preso se requiere mandamiento de juez competente, y ningún individuo puede ser detenido más de tres días; el individuo debe ser juzgado por tribunales establecidos en la Constitución sin admitir la retroactividad de la ley; no se podía impedir la libertad de circulación de las personas; el ciudadano mexicano tenía derecho a votar y a ser votado.


Durante el régimen militar , la segunda
 de las Siete Leyes constitucionales, 29 de diciembre de 1836 (inspiradas por el jurista don Manuel Sánchez Tagle), consigna al Supremo Poder Conservador como medio para vigilar el cumplimiento de la Constitución, mismo que actuaría de oficio o a petición de parte interesada. En la práctica, se convirtió en un poder incontrolable y despótico, por lo cual fue criticado y abolido. 


Alfonso Noriega sostiene que esta instancia poseía un poder excesivo que no se circunscribía a las garantías individuales, y don Ignacio Burgoa
 manifiesta que se trató siempre de un poder oligárquico y sin control, lo cierto es que la actividad del Supremo Poder Conservador fue muy limitada y tuvo una autonomía muy relativa.

El amparo de Rejón y la Constitución yucateca de 23 de diciembre de 1840

Podemos anticipar como un antecedente constitucional del ombudsman al amparo diseñado por Manuel Cresencio García Rejón, en el año de 1840, publicada en 1841, en la Constitución yucateca. En 1836 se había instituido el amparo reclamo,
 contra actos de expropiación sin causas de utilidad pública, encomendándolo a la Suprema Corte; la calificación podría ser reclamada
 por el interesado ante la Suprema Corte de Justicia en la capital y en los departamentos ante el Superior Tribunal respectivo. El reclamo suspendería la ejecución hasta el fallo. 


En1840 don Manuel Cresencio García Rejón
 bosquejó el juicio de amparo, inspirándose en la obra de Alexis de Tocqueville y elaboró el primer proyecto de Constitución yucateca, en el que incluye la enumeración de las garantías individuales; señaló que el juicio de amparo procedería contra cualquier violación, incluso del ámbito federal, contra cualquier autoridad y se tramitaría ante el Poder Judicial del Estado,
 


En 1842 se propuso la federalización del juicio de amparo, en el proyecto elaborado por Mariano Otero, Espinosa de los Monteros y Muñoz Ledo, miembros de la Comisión Constituyente, este proyecto quedó obstaculizado, porque Santa Anna disolvió el constituyente: te para reinstalar el centralismo; al mismo tiempo instituyó la Jura de Notables y se reelaboraron las Bases Orgánicas de 1843, que contienen diversas hipótesis para suspender los derechos ciudadanos.

El Acta de Reformas de 1847 y el amparo de Otero

En 1847 se reimplantó el federalismo de la Constitución de 1824. Se dice que Mariano Otero triunfó al proponer de nuevo la federalización del amparo, así surgió el juicio de amparo a nivel federal
 regulado en el artículo 25
 del Acta de Reformas_ de 1847, y que tenía como propósito fundamental la defensa de los derechos humanos a través de las garantías del in​dividuo.


Entre las características de la propuesta de Otero acerca del amparo de 1847, encontramos que se rige por principios iusnaturalistas, y sólo procede contra violaciones de garantías individuales, no así contra leyes; se facultaba a la Suprema Corte para conocer de amparos contra actos de los poderes Ejecutivo y Legislativo, para actos contra el Poder Legislativo se estableció un control mixto, en el que resolvía el Gran Colegio, integrado por miembros del Poder Legislativo y Ejecutivo. El amparo era improcedente contra actos del Poder Judicial Federal o local; se perfeccionó el principio de la relatividad de las sentencias,
 que en la actualidad está contenido en la fracción II del artículo 107 constitucional.

La Constitución de 1857 y los derechos del hombre

El 5 de febrero de 1857, fecha en que ocupa el cargo de presidente de la República don Ignacio Comonfort, se promulgó la Constitución
 y en su título primero se dedicó un apartado a los derechos humanos, su estructura es igual al capítulo de garantías individuales de la actual Carta Magna, con excepción de los derechos sociales, consagrados en los artículos 27 y 123 de la Ley Suprema de 1917.


Asimismo, se introdujo el amparo con las características propuestas por Rejón, que pasaría idéntico a la Constitución de 1917, contenía los principios fundamentales del juicio de amparo,
 como la interposición a instancia de parte agraviada, la prosecución judicial, la relatividad de la sentencia, el principio de juridicidad con apego a derecho y el principio de definitividad de la cosa juzgada.


De esta manera, podemos decir que en la Constitución de 1857 se reconocen los derechos del hombre, por lo que tiene una fuerte carga de iusnaturalismo, a diferencia de la Constitución de 1917, donde no se hace mención de los derechos del hombre, debido a su enfoque netamente iuspositivista, puesto que el artículo 1°, señala que los derechos individuales no son preexistentes a la Constitución, sino que son otorgados por este texto constitucional; la declaración mexicana de los derechos humanos está contenida en dos partes, las garantías individuales y las garantías sociales.

La Constitución de 1917

En la Carta Magna de 1917
 México consigna las llamadas garantías sociales e inicia el constitucionalismo social, al contemplar los derechos sociales y económicos en los artículos 27 y 123. 


Al analizar los textos constitucionales de 1917 y 1857, se observa que los derechos humanos son concepciones abstractas, con alta influencia iusnaturalista, en tanto que las garantías son concepciones concretas e individualizadas, por lo que podríamos señalar que la diferencia estriba en que las garantías individuales son los límites de la actuación del poder público, consagradas de manera precisa en un texto constitucional, los derechos humanos,, son anteriores y superiores al poder público, por tanto: que no estén consagrados se tienen que reconocer y respetar; bajo la lógica aristotélica tomista, las garantías individuales son el continente y los derechos el contenido.

ANTECEDENTES INSTITUCIONALES

En los siguientes apartados se procederá a efectuar un análisis histórico de la exégesis de las leyes mexicanas que en el ámbito local o federal han contemplado los medios de defensa de los derechos humanos, como posibles o probables antecedentes remotos del ombudsman mexicano, con parecido en algunos rasgos, notas o características jurídicas en cuanto a sus formas de organización, resoluciones que emite o fines que han perseguido y que de alguna manera lo hacen muy parecido en cuanto a su constitución, funcionamiento y objetivos con el ombudsman sueco, sin que podamos constatar que figuras jurídicas como el procurador de los pobres, de don Ponciano Arriaga, hayan recibido influencia, en forma directa, del ombudsman sueco. 

Es posible que en esa época ni siquiera fuese conocida en el mundo la figura del comisionado sueco, ya que hasta 1919 Finlandia lo instituyó en su derecho positivo, por lo que resulta improbable que México, tan distante a esa cultura escandinava, tuviera la más remota influencia de esta institución protectora del ciudadano; sin embargo, sus similitudes son enormes, sobre todo porque pretende defender a las personas más afectadas por el abuso y la arbitrariedad del poder público, mediante las recomendaciones, con la fuerza de la opinión pública.

Procuraduría de Pobres de 1847

Sin duda, el más remoto antecedente del ombudsman en México lo constituye la Procuraduría de Pobres del estado de San Luis Potosí, de 1847, aunque algunos juristas mencionan que el vocero de los calpullis aztecas, denominado chinancalli, fue un tipo de ombudsman, porque abogaba y hablaba en defensa de los derechos de las personas que vivían en las comunidades indígenas denominadas calpullis.

La Ley de la Procuraduría de Pobres de San Luis Potosí instituyó tres procuradores encargados de la defensa de las personas desvalidas, con la función de pedir pronta e inmediata reparación de cualquier vejación que éstas sufrieren por parte de alguna autoridad, agente o funcionario público en el orden judicial, político o militar. Los procuradores de los pobres investigaban los hechos y decretaban la reparación correspondiente, cuando hubiere lugar a ello. Tenían a su disposición la imprenta del Estado para dar a conocer a la opinión pública el nombre de las autoridades que no cumplían con sus recomendaciones, pero si la falta denunciada constituía delito, ponían al presunto responsable a disposición del juez competente.

La Procuraduría de Pobres es el primer intento en México de implantar una figura semejante al ombudsman sueco, inspirado por el proyecto del ilustre jurista don Ponciano Arriaga, debido a la enorme pobreza que había en Sanl Luis Potosí, como consecuencia de la existencia de litufundios y de la transitoria opulencia minera del siglo XIX.

La legislatura del estado de San Luis Potosí expidio la ley número 18, que es el fundamento jurídico de la Procuraduría de Pobres, el 5 de marzo de 1847.

La Procuraduría de Pobres estaba conformada por tres procuradores, nombrados por el Poder Ejecutivo. Para ser procurador se necesitaba ser ciudadano de sana conducta, actividad conocida y haber practicado, por lo menos, dos años el ejercicio de la jurisprudencia.

El objeto de esta institución era defender a los desamparados de injusticias, atropellos y excesos frecuentes cometidos por autoridades, pero también tenían la misión de mejorar la condición de las personas pobres, favoreciendo su ilustración y bienestar.

La Ley de la Procuraduría de Pobres señalaba como obligación ocuparse de la defensa de las personas desvalidas, denunciando ante las autoridades competentes la pronta e inmediata reparación de cualquier exceso, agravio, vegación, maltrato o tropelía que contra ellos se cometiera, ya en el orden judicial, política o militar del estado, o bien se tratara de alguna autoridad o de algún funcionario o agente público.

El trámite de la queja podía ser por escrito o en forma oral, existía la obligación de las autoridades de brindarles la garantía de audiencia.

Una vez que se recibía la queja y se acordaba el trámite, los procuradores deberían proceder en forma rápida a averiguar el hecho, decretar la reparación del daño y aplicar el castigo legal, se expresaban agravios de acuerdo al orden judicial, con el poder reservado a los procuradores, y tenía el objeto de reparar las violaciones cometidas respecto de la materia y naturaleza de los juicios, en el tiempo y la forma fijada para los procedimientos; los procuradores poseían la facultad de publicar la conducta y procedimientos de las autoridades de quienes se quejaban.

Entre otras funciones, tenía el visitar las cárceles y demás lugares donde por cualquier motivo se atentar contra los derechos o los intereses de los pobres y de oficio formulaba las quejas de las cuales tenía conocimiento, además, los procuradores tenían la obligación de informarse de todas las necesidades que tenían los pobres y solicitar a las autoridades el remedio correspondiente como es la enseñanza y la educación y todas las que pudieran aliviar su precaria situación.

De esta manera se instituyó la Procuraduría de Pobres de don Ponciano Arriaga, el 18 de abril de 1847, cuyo objetivo era, según el tenor literal del discurso que la funda: 

Defenderlos de las injusticias, atropellamientos y excesos que contra ellos se comete frecuentemente, ya por parte de algunas autoridades, ya por la de algunos agente públicos, también mejorar la desgracia y miserable condición de nuestro pueblo, atender a la modificación y reformar sus costumbres y promover cuanto favorezca a su ilustración y mejor estar. 

Sin embargo, la fecha del decreto ley es del 5 de marzo, y fue publicada en el períodico oficial del Estado, el 10 del mismo mes y año. 

El decreto del gobernador del Estado señalaba de manera textual: 

Artículo 1°. Habrá en el Estado, tres procuradores de pobres, nombrados por el gobierno y dotados por el sueldo de 1200 persos cada uno.

Artículo 2°. Será de su obligación ocuparse exlusivamente de la defensa de las personas desválidas, denunciando ante las autoridades respectivas, y pidiendo pronta e inmediata reparación sobre cualquier exceso, agravio, vejación, maltratamiento o tropelía que contra aquella se cometiera.

El origen de los procuradores de los pobres radica en la figura de los fiscales y procuradores de la antigua legislación de Indias; se entiende por Pocurador de Pobres, la persona que se introduce en negocios o dependencias donde no tiene interés alguno y patrocina exclusivamente a los miembros de las clases económicas desprotegidas; eran designados por el Estado, quien pagaba sus servicios, que eran gratuitos para los ciudadanos. 

Así, la fuente legislativa de los Procuradores de Pobres se encuentra en el Derecho Indiano, en la figura de los fiscales y procuradores de la antigua legislación de Indias.

La institución del procurador de pobres fue creada por don Ponciano Arriaga en 1847, quien propuso un órgano independiente, con amplias facultades de investigación, caracterizado por su imparcialidad, y pretendía colocar una investidura con autoridad moral y social al margen de las personas de carácter político.

El procurador estaba facultado para conocer, a instancia de parte o por iniciativa propia, cualquier asunto que ameritaba una injusticia, en contra de una persona desprotegida, y estaba facultado para solicitar a la autoridad responsable la pronta e inmediata reparación del daño; fue precisamente mediante el decreto número 18 que el Congreso Local del Estado de San Luis Potosí, el 5 de marzo de 1847, aprobó la creación de esta institución única y original en nuestr país.

En el mes de julio del mismo año, fueron designados, según señala Santiago Oñate Laborde,
 los primeros procuradores de pobres, entre ellos: Vicente de Bustos, Manuel M. Castañeda, y Manuel Arriola, pero al parecer sólo hubo un procurador de pobres, que fue Vicente Bustos, debido a que Castañeda y Arreola fueron sólo sus colaboradoes inmediatos.
Arias Ruelas, Salvador, “Los organismos públicos de protección y defensa de los derechos humanos: el sistema no jurisdiccional de protección de derechos humanos” en Derechos Humanos, Universidad Autónoma de Puebla, México 1998, Los derechos humanos en la historia, Págs. 156 y 157
Los organismos públicos de protección y defensa de los derechos humanos


En nuestro país, es posible identificar una serie de organismos e instituciones que marcaron una tendencia hacia el establecimiento de la figura del ombudsman; si bien muchas de ellas no tienen su inspiración en la figura de origen sueco, podemos encontrar algunas similitudes en sus características, naturaleza jurídica o en el sentido de que son instituciones dedicadas a la protección de los derechos fundamentales o de control de la administración pública. 


La Procuraduría de Pobres en San Luis Potosí, propuesta por Ponciano Arriaga en el año de 1847, es el primer antecedente que encontramos de una institución consagrada a la defensa de los derechos de la población. Dicha Procuraduría de eminente carácter social, tenía como atribuciones tratar de evitar las deficiencias en la administración o, en su caso, influir para corregirlas. 


Asimismo, podría ejercer supervisión sobre las autoridades civiles y militares.


Su actuación también se basaba en gran medida en la autoritas moral y la  posibilidad  de hacer intervenir a la opinión pública en los asuntos que conocía. 


Se sostiene que al proponer Ponciano Arriaga la creación de la Procuraduría de Pobres, no tenía conocimiento de la existencia del ombudsman sueco, sin embargo, encontramos en  ambas figuras múltiples coincidencias, lo que nos permite afirmar que la primera es un antecedente que marca una tendencia importante para la instauración del ombudsman en México. 


Ya en el actual siglo encontramos algunas instituciones con características cercanas a las del ombudsman como la Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Nuevo León, creada en 1979 con la función de defender los derechos fundamentales; por otra parte, la Procuraduría Federal del Consumidor, que tampoco es propiamente un ombudsman, pero en su creación tuvo en cuenta la figura sueca, ya que actualmente existe un ombudsman de los consumidores. 


Otro antecedente, que según algunos autores pudiera considerarse el primer ombudsman mexicano stricto sensu, es la Procuraduría de Vecinos de la Ciudad de Colima, creada por acuerdo del Ayuntamiento de dicha ciudad el 21 de noviembre de 1983 y que  en 1984 se estableció en la Ley Orgánica Municipal de la entidad. 

Sin embargo, fue poca la relevancia que en la práctica tuvo esta institución.


El 3 de enero de 1985 el Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de México aprobó el Estatuto de la Defensoría de los Derechos Universitarios, instancia que tiene las características del ombudsman y que continúa funcionando hasta la fecha.


 En el estado de Aguascalientes, mediante una reforma a la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos, en el año de 1988 se creó la Procuraduría de Protección Ciudadana, que a pesar de ser un órgano dependiente del ejecutivo estatal gozó de una autonomía relativa para investigar sobre las quejas recibidas por violaciones a los derechos humanos, así como por deficiencias en la administración pública.


La Procuraduría de Protección Ciudadana de Aguascalientes estuvo inspirada en la figura del ombudsman escandinavo pero, con autonomía limitada, como se mencionó anteriormente, por tanto esta característica esencial del ombudsman no se cumplió cabalmente, al definirla en el artículo 81 de la ley que la regía como “un órgano dependiente” del ejecutivo estatal.  En el año de 1990 la Procuraduría se integró como Secretaría Ejecutiva de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Aguascalientes. 


En la ciudad de Querétaro encontramos otro antecedente, en el año d 1985  su Ayuntamiento decretó la creación de la Defensoría de los Derechos de los vecinos de la Ciudad de Querétaro.


El 25 de enero de 1989 se publicó en el Diario Oficial un acuerdo del Jefe del Departamento del Distrito Federal por medio del cual se crea la Procuraduría Social.


La Procuraduría Social depende del Jefe del Gobierno del Distrito Federal y sus funciones primordiales son la recepción de quejas y reclamaciones de los habitantes del Distrito Federal por los actos u omisiones de los servidores públicos del D.F. que afecten sus derechos e intereses legítimos. Puede realizar investigaciones sobre dichas quejas e inconformidades y, de ser el caso, emitir recomendaciones sobre los casos específicos o de carácter general, con objeto de mejorar la prestación de los servicios. 


A nivel nacional, el antecedente más importante del ombudsman fue la creación, mediante un decreto administrativo del 5 de junio de 1990, de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, la cual se constituyó en sentido jurídico como un ombudsman al ser establecida en el artículo 102, apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con la publicación de su ley el 29 de junio de 1992. 

� Véase capítulo 1.


� Luis J. Molina Piñeiro, Temas de sociología jurídica, UNAM, México, 1996, pp. 26 y 30; de acuerdo con Lenin: "la actividad política exitosa acorde con las condiciones (circunstan�cias) que marca la realidad, adaptando los principios ideológicos a las realidades concretas; a diferencia de quienes tratan infructuosamente de cambiar una realidad social mediante un modelo extraño elaborando, analizando e interpretando otras circunstancias [...l"


"[...] para los planes de transformación de sociedades subdesarrolladas, como la mexica�na de 1900, en las cuales el cambio social no podía estar fundado, sino en las exigencias de la circunstancia, la transformación del régimen agrano, ya que el sistema capitalista indus�trial-urbano no se presentaba como un fenómeno económico a nivel nacional".


� Raúl Lemus García, Sinopsis histórica del derecho romano, Limusa, México, 1962, p. 89. "El periodo imperial, dentro del proceso histórico, comprende un lapso que va del año 27 a.C. al 565 de nuestra era, en que ocurrió la muerte del emperador Justiniano. El adveni�miento del imperio se ubica, cronológicamente, a principios del siglo octavo de Roma en que la Constitución republicana es reemplazada por un régimen monárquico."


� Petit Eugene, Tratado elemental de derecho romano, Editora Nacional, México, 1981 p.72.


� Héctor Fairén Guillén, El defensor del pueblo ombudsman, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1982, t. 1, pp. 84-87.


� En México, su símil fue el amparo de protección a la libertad personal, que se encuentra consignado en el artículo 17 de la Ley de Amparo: "Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Cons�titución federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado."


� Alberto Trueba Urbina y Jorge Trueba Barrera, Ley Federal del Trabajo. Comentarios,, prontuarios, jurisprudencia y bibliografía, Porrúa, México, 1991, pp. 4-6.


� Instituto de Investigaciones Jurídicas, Diccionario Jurídico Mexicano, Ed Porrúa, México, 1992, p. 1064.


� Alberto Trueba Urbina y Jorge Trueba Barrera, op. cit., p. 729


� Jesús Rodríguez y Rodríguez, Instrumentos internacionales, CNDH, México, t.1, pp. 11, 30 y 42.


� Ibid, t. III, p. 1080.


� Véase notas periodísticas de Rafael Ruiz Harrel, "Breve historia de una comisión inútil", en Reforma, 17 de febrero de 1997, p. 2B; José Luis Ruiz, 14 de enero de 1997: "Evalúan respuesta a reclamo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de liberar a Gallardo R.", en El Universal, "[...1 se le imputan delitos severos por haber sugerido un ombudsman militar en México", p. 1; Lorena Escamilla, "Se intensifica la promoción en pro de la cultura de derechos humanos", en Hidrocálido, Aguascalientes, 26 de diciem�bre de 1996, p. 4B; y José Gerardo Mejía, "Proponen cambio", en Reforma, 9 de diciembre de 1996, p. 4A.
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